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Resumen: presentaré las grandes líneas del acceso a la educa-
ción según la evolución constitucional y desarrollo legislativo 
de Uruguay y expondré sintéticamente la evolución del de-
recho constitucional uruguayo en materia de autonomía y de 
cogobierno universitarios, tomando como punto de partida las 
situaciones fácticas y normativas imperantes al momento de 
ser expedido el Manifiesto de 1918 de la reforma universitaria 
de Córdoba, Argentina, para luego procurar señalar los hitos 
resultantes de las Constituciones formales que rigieron en Uru-
guay y el desarrollo legislativo ordinario que se produjo duran-
te sus respectivas vigencias. 

Abstract: I will present the main lines of access to education 
according to the constitutional evolution and legislative deve-
lopment of Uruguay and I will synthetically explain the evolu-
tion of Uruguayan constitutional law in matters of university 
autonomy and co-government, taking as a starting point the 
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factual and normative situations prevailing at the time of be 
issued the 1918 Manifesto of the university reform of Córdoba, 
Argentina, and then try to point out the milestones resulting 
from the formal Uruguayan Constitutions and the ordinary 
legislative development that occurred during their respective 
enforcement periods.

Palabras clave: acceso a la educación, autonomía universi-
taria, cogobierno universitario por los tres órdenes, modelo 
constitucional uruguayo e igualdad.

Key words: access to education, university autonomy, univer-
sity co-government by the three orders, Uruguayan constitu-
tional model and equality.

Sumario: I. Introducción. II. Acceso a la educación en las 
Constituciones uruguayas. III. Autonomía universitaria en  
las Constituciones uruguayas. IV. Conclusiones sobre ambos 
modelos de regulación. Referencias.

I. Introducción

Precisiones. Mi participación en este Congreso tomará como in-
eludible punto de partida, el reconocimiento de la trascendencia 
del bicentenario de la Constitución mexicana de 1824. Ello no tie-
ne por qué requerir coincidencias de fórmulas expresadas literal-
mente, siendo suficiente con advertir la comunión con principios 
también recogidos por el constitucionalismo uruguayo, que hun-
den sus comunes raíces en la Carta gaditana de 1812, sin olvidar 
los mentados por su artículo 50.1 como facultades del Congreso 
y de las Legislaturas estatales en materia de educación1 pública.

Y también especialmente, el reconocimiento de la influen-
cia sobre el tema de la Constitución de Querétaro, justamente 

1	 Utilizaré en esta ponencia, en forma indistinta, los vocablos educación y ense-
ñanza, no obstante las diferencias conceptuales (por todos: Brito, Mariano R. y 
Frugone Schiavone, Héctor, Régimen jurídico de la educación y de la enseñanza en 
el Uruguay, Montevideo, Centro de Estudiantes de Notariado, 1973, passim.).
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considerada como primera Constitución social del mundo, con 
señeras previsiones sobre enseñanza pública.

II. Acceso a la educación en las  
Constituciones uruguayas

Gratuidad y obligatoriedad. Uno de los factores involucrados para 
el acceso, la gratuidad de la enseñanza pública primaria fue insti-
tuida en Uruguay, originalmente por ley ordinaria y fue arraigán-
dose como un principio, destacado por José Pedro Varela, consi-
derado el artífice de la reforma educativa decimonona a partir de 
la publicación de su obra axiomática.2

Tras resaltar la conveniencia de amalgamar la igualdad  
—artículo 132 constitucional de 1830 y concordantes de las re-
formas constitucionales posteriores—, con la gratuidad de la en-
señanza, concluía que “la escuela gratuita es el más poderoso ins-
trumento para la igualdad democrática”.3

Por ello y con toda lógica, el Decreto Ley 1.350, llamado de 
Educación Común, de 1877, que, aunque con ciertos ajustes, fue 
elaborado en base al documento que presentara Varela, preceptúa 
la obligatoriedad y gratuidad de la enseñanza primaria pública.

Constitucionalización de la gratuidad y alcance. Varela demos-
tró en su obra conocer la existencia de disposiciones en las Cons-
tituciones formales de España de 1869 y de Prusia,4 pero no llegó 
a sugerir la inclusión de alguna previsión en la lex legum urugua-
ya. La materia recién se incorporó a la Constitución formal en 
1934, en mi opinión, por influencia del artículo 3 de la insigne 
Constitución de Querétaro de 1917.5 

2	 Varela, José Pedro, Obras pedagógicas. La educación del Pueblo, 1874, Socie-
dad de Amigos de la Educción Popular, p. 92.

3	 Ibidem, p. 95; Ardao, Arturo, Etapas de la inteligencia uruguaya, Montevi-
deo, Universidad de la República, 1968, p. 129, https://anaforas.fic.edu.uy/
jspui/handle/123456789/57304

4	 Varela, José Pedro, op. cit., p. 93.
5	 Esteva Gallicchio, Eduardo G., “Influencia de la Constitución de México de 

1917 en la Constitución y el constitucionalismo de Uruguay”, México y la 
Constitución de 1917. Influencia extranjera y trascendencia internacional (De-
recho Comparado), Fix-Zamudio y Ferrer- MacGregor (coords.), 2017, p. 208.
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El artículo 62 de la Constitución uruguaya de 1934 —que con-
cuerda con el igualmente numerado de la de 1942, con el 71 de la 
de 1952 y de la vigente de 1967—, dispuso: “Declárase de utilidad 
social la gratuidad de la enseñanza oficial primaria, media, supe-
rior, industrial y artística y de la educación física; la creación de 
becas de perfeccionamiento y especialización cultural, científica 
y obrera, y el establecimiento de bibliotecas populares”.

La fórmula uruguaya puede considerarse modélica para la 
época, al preceptuar la gratuidad no solamente para la primaria 
—coincidiendo con el texto original de la de Querétaro—, sino  
a los otros niveles, dispuesto en México, por la reforma constitu-
cional de diciembre de 1947.

2.1. Naturaleza jurídica de la fórmula  
constitucional: declaración de utilidad social

Se consideró doctrinalmente, sin mayor análisis justificativo, 
desde el siglo xix por Varela, como un principio, conclusión que 
es reiterada en forma pacífica, según la doctrina vernácula de va-
rias especialidades, caso de un ilustrado laboralista,6 así como en 
la constitucional contemporánea.7 

Originalmente, en opinión del máximo constitucionalista 
uruguayo, se trata de una disposición programática, “que reco-
mienda el mantenimiento del régimen de la gratuidad [...]”.8 

Desde la incorporación de Uruguay en 1969 al Pacto ONU so-
bre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, no podría haber 
duda sobre la calificación como principio, conclusión reiterada al 
ratificarse en 1994 el Protocolo de San Salvador.

6	 Barbagelata, Héctor-Hugo, “El principio de gratuidad de los estudios uni-
versitarios”, Revista de la Facultad de Derecho, vol. 27, 2014, pp. 13-18, ht-
tps://revista.fder.edu.uy/index.php/rfd/article/view/140

7	 Risso Ferrand, Martín J., Derecho Constitucional, Montevideo, Ingranusi 
Ltda., 1998, t. III, pp. 195 y ss.; Risso Ferrand, Martín J., “La libertad de 
enseñanza en la Constitución uruguaya”, Anuario de Derecho Constitucional 
Latinoamericano, Konrad Adenauer Stiftung, 2004, t. II, pp. 506-508.

8	 Jiménez de Aréchaga MacColl, Justino, La Constitución Nacional, Montevi-
deo, Medina, 1946, t. II.
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Es claro que la gratuidad de la enseñanza es una condición 
necesaria aunque no suficiente para la accesibilidad.

2.2. La gratuidad en las leyes ordinarias  
anteriores a la Constitución de 1934

El referido Decreto Ley 1.350, de 1877, procuró afirmar la gratui-
dad de la enseñanza pública primaria. La Ley 5.383, de enero de  
1916, artículo 1, eliminó el pago de derechos de matrícula y  
de exámenes a los estudiantes reglamentados de enseñanza secun-
daria y facultó al poder ejecutivo, cuando las rentas universitarias 
lo permitieren, a exonerar del pago de derechos universitarios.

2.3. La gratuidad en las leyes ordinarias posteriores a la 
declaración constitucional de interés social de la misma

La ley Orgánica de la Universidad de la República, 12.549, de 
1958, artículo 66, preceptúa: 

Gratuidad de la enseñanza: 

La enseñanza universitaria oficial es gratuita. Los estudiantes que 
cursen sus estudios en las diversas dependencias de la Universi-
dad de la República no pagarán derechos de matrículas, exámenes, 
ni ningún otro derecho universitario. Los títulos y certificados de 
estudio que otorgue la Universidad de la República se expenderán 
gratuitamente, libres del pago de todo derecho.

Sin embargo, la ley 16.226, de 1991, artículo 407 dispuso: 
“Facúltase a la Universidad de la República a cobrar una matrícu-
la a sus estudiantes que se hallen en condiciones económicas de 
abonarla”. Con base a dicha autorización, se ha reglamentado el 
cobro de ciertos posgrados.

En otro orden, se ha instituido un Fondo de Solidaridad me-
diante becas, por ley 16.524 de 1994 y modificativas, que confi-
gura una suerte de pago a posteriori por los egresados de la Uni-
versidad de la República y de otros entes de enseñanza pública.
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En la evolución normativa uruguaya, la ley 14.101, de 1973, 
artículo 6, preceptuó que “la educación impartida por el Estado 
será gratuita”. La ley 15.739, de 1985, artículo 6-2, mencionó la 
reafirmación de principios, entre ellos el de gratuidad. Actual-
mente, la llamada Ley General de Educación, 18.437, de 2008, 
por el capítulo IV, fija los “principios de la educación pública es-
tatal”.

Su artículo 15 reza: “La educación estatal se regirá por los 
principios de gratuidad, de laicidad y de igualdad de oportunida-
des, además de los principios y fines establecidos en los títulos 
anteriores. Toda institución estatal dedicada a la educación debe-
rá velar en el ámbito de su competencia por la aplicación efectiva 
de estos principios”.

Y el artículo 16 preceptúa que “el principio de gratuidad ase-
gurará el cumplimiento efectivo del derecho a la educación y la 
universalización del acceso y permanencia de las personas en el 
sistema educativo”.

2.4. Otros elementos del sistema 
 constitucional y legal

Caso del artículo 40, inciso 2 de la Constitución de 1934: “quie-
nes tengan a su cargo numerosa prole tienen derecho a auxilios 
compensatorios siempre que los necesiten”, que es la base del 
régimen de asignaciones familiares, para satisfacer, entre otras, 
necesidades educativas, desarrollado originalmente por la ley 
10.449 de 1943 y modificativas.

Además hay disposiciones legales estatales y hasta departa-
mentales (Uruguay es un Estado unitario estructurado territo-
rialmente en diecinueve Departamentos), relativas a beneficios 
para el uso del transporte público de pasajeros por estudiantes, 
que también operan como instrumentos para mejorar la posibili-
dad de acceso a la educación.

La obligatoriedad, impuesta por el artículo 61 de la Constitu-
ción de 1934 para la enseñanza primaria, se complementa por el 
inciso 2: “El Estado dispondrá lo necesario para su cumplimien-
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to”, fue extendida a la secundaria, media o industrial, por el ar-
tículo 70 de la reforma constitucional de 1967, agregando por el 
inciso final, que “La ley proveerá lo necesario para la efectividad 
de estas disposiciones”.

2.5. La incidencia de los instrumentos  
internacionales ratificados por Uruguay

Entre ellos destacan los artículos 13 y 14 del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966, ratifi-
cado por Uruguay por ley 13.751, de 1969 y el artículo 13 del 
Protocolo de San Salvador, aditivo al Pacto de San José de Costa 
Rica, ratificado por Uruguay por ley 16.519, de 1994.

Las disposiciones constitucionales uruguayas son plenamen-
te compatibles con ellos y al superar sus previsiones, que son 
mínimos, no facultan, en principio, invocar la progresividad que 
esos instrumentos prevén.

Y posibilitan cumplir con las cuatro A de la educación  
—asequibilidad (o disponibilidad), accesibilidad, aceptabilidad y 
adaptabilidad—, mentadas por el Comité DESCAS, Observación 
general 13.9 

En un Estado como Uruguay, cuya Constitución no fue actua-
lizada mediante la recepción en las diversas formas posibles del 
derecho internacional de los derechos humanos, como sucedió 
en general en los otros Estados Iberoamericanos (verbi gratia Co-
lombia desde 1991, Argentina desde 1994, México desde 2011, 
etc.) todo pasa por la nueva interpretación y hasta sobre inter-
pretación de algunos artículos constitucionales, básicamente el 
72, relativo a enumeración no taxativa de derechos y garantías y 
su aplicabilidad inmediata vía artículo 332.

9	 ONU, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observa-
ción general núm. 13, El derecho a la educación (artículo 13), 1999, ht-
tps://www.refworld.org/es/leg/general/cescr/1999/es/37937 
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III. Autonomía universitaria en  
las Constituciones de Uruguay10

La Constitución de 1830: un sistema unitario centralizado. La pri-
mera Constitución rígida y codificada de Uruguay entró en vigor 
tras su juramento de julio de 1830, y consagró un régimen insti-
tucional unitario fuertemente centralizado.11 

Sin embargo, la realidad, dentro del marco de un interesan-
te debate sobre si se estaba ante soluciones constitucionales, in-
constitucionales o extraconstitucionales, fue mostrando la admi-
sión de cierta descentralización funcional que llegó a la creación 
de personas jurídicas denominadas Entes Autónomos.12 

De la Universidad Mayor a la Universidad de la República. El 
proceso de creación se inició con la ley de 1833, propuesta por 
el Vicario Apostólico Larralaga, seguida por el decreto de 1838, 
expedido por el presidente Oribe, que convirtió a la Casa de Es-
tudios Generales en Universidad Mayor de la República.

El Reglamento Orgánico fue aprobado por decreto de 1849, 
conforme al tipo de universidad napoleónica, por lo que com-
prendía la instrucción pública primaria, secundaria y superior. 
Hasta que por el Decreto Ley 1.350 de 1877, fue separada la en-
señanza primaria.

La inicial desconcentración o descentralización en grado míni-
mo. No obstante, la Constitución, la ley 1825, de 1885, configuró 
un importante hito. Jiménez de Aréchaga,13 destacó que “adquie-

10	  Sobre el capítulo III, véase, con mayor desarrollo, Esteva Gallicchio, Eduar-
do G., “Uruguay”, en Palomino Manchego y Eto Cruz (coords.), Autonomía 
Universitaria y Constitución en Iberoamérica: a Propósito de los 100 años del 
Grito de Córdoba, Lima, Editora y Librería Jurídica Grijley E.I.R.L., 2020, 
pp. 613-640.

11	 Jiménez de Aréchaga MacColl, Justino, La Constitución Nacional, cit., pp. 11 
y 12.

12	 Esteva Gallicchio, Eduardo G., Historia Constitucional del Uruguay. Leccio-
nes de Derecho Constitucional 2, 2a. ed., Montevideo, 1993, Ingranusi Ltda., 
t. I, pp. 149 y 150; Gros Espiell, Héctor y Esteva Gallicchio, Eduardo, Cons-
tituciones Iberoamericanas. Uruguay, México, IIJ-UNAM, 2005, p. 57.

13	 Jiménez de Aréchaga MacColl, Justino, La Constitución Nacional, cit., p. 12.
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re ya un estatuto que la caracteriza como persona de Derecho 
Público con ciertos poderes propios de decisión”.

La influencia de José Enrique Rodó. En febrero de 1900, se pu-
blicó la obra “Ariel. A la juventud de América”, del talentoso en-
sayista y político uruguayo, que ejercitó singular influencia en los 
ámbitos estudiantiles de “nuestra América”, a comienzos de ese 
siglo. Considerado uno de los Maestros de la Juventud de Améri-
ca, su trascendencia está acreditada en el Primer Congreso Inter-
nacional de Estudiantes Americanos celebrado en Montevideo 
en 1908, con postulados que anteceden la Reforma de Córdoba 
de 1918. Y su aporte para comprender el alcance de la igualdad 
en Uruguay es innegable.14

El Primer Congreso Internacional de Estudiantes Americanos. 
Celebrado del 26 de enero al 2 de febrero de 1908, según la Rela-
ción Oficial publicada en el periódico “Evolución”15 es justo des-
tacar la participación activa de:

Baltasar Brum, después presidente de la República (1919-
1923) por el Partido Colorado Batllismo —simbólicamente, asu-
mió dicho cargo en el Paraninfo de la Universidad de la Repú-
blica— y miembro dentro del poder ejecutivo bicéfalo instituido 
por la Constitución de 1918, del órgano pluripersonal colegiado, 
el Consejo Nacional de Administración (1931 y hasta su suicidio, 
horas después del golpe de Estado de 1933.16

Justino Eugenio Jiménez de Aréchaga Vargas, que fuera Cate-
drático de Derecho Constitucional en la Universidad de la Repú-
blica y Senador por el Partido Colorado.17

14	 Gros Espiell, Héctor, “La idea de igualdad en Rodó”, Los 100 años de 
Ariel. Boletín de la Academia Nacional de Letras, núm. 8, Montevideo, 
2000, pp. 75.

15	 Periódico Estudiantil Evolución, “Relación Oficial del Primer Congreso In-
ternacional de Estudiantes Americanos, en periódico estudiantil”, núms. 
21, 22, 23 y 24, t. III, año III, marzo, abril, mayo y junio de 1908, http://
www.periodicas.edu.uy/o/Evolucion/pdfs/Evolucion_03_t03_n21_a_24_
marzo_a_junio_1908.pdf

16	 Ibidem, pp. 98 y 152.
17	 Ibidem, p. 12.
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Clotilde Luisi, primera mujer uruguaya que estudió en la Fa-
cultad de Derecho de la Universidad de la República y primera 
integrante del cuerpo docente en calidad, según la terminología 
de la época, de catedrática sustituta,18 autora de la fundamenta-
ción sobre una liga de Estudiantes Americanos.19

La influencia del pensamiento de José Batlle y Ordóñez. El por 
entonces principal dirigente del Partido Colorado, fundador del 
Batllismo, con notoria recepción del pensamiento de Krause y 
de Ahrens, fue decisivo en el proceso de transformación de la 
Universidad durante su primera presidencia (1903-1907), coin-
cidente con el Rectorado de Eduardo Acevedo (1904-1907), que 
había sucedido al positivista Alfredo Vázquez Acevedo (1880-
1882; 1884-1993, 1895-1899).20 

El trascendente año 1908: la representación estudiantil. Por ley 
3.425, de 1908, se introdujeron importantes modificaciones a la 
ley de 1885. Se crearon los Consejos Directivos de las Facultades, 
compuestos de diez miembros; uno de ellos sería elegido por los 
estudiantes. Fue una decisión pionera en el contexto latinoame-
ricano, “un paso clave en la dirección del pleno cogobierno uni-
versitario”.21 

En el Congreso de Estudiantes de Montevideo de 1908 halla-
mos el germen de la representación estudiantil, expuesto en el 
Informe que produjo Brum, en nombre de la Asociación de los 
Estudiantes de Montevideo, sobre Representación de los estudian-
tes en los Consejos Directivos de la enseñanza universitaria, que se 
concretó en una moción, que fue votada y aprobada por aclama-
ción.

Este Congreso aceptó como una aspiración, que es de desear-
se sea llevada pronto a la práctica, la representación de los estu-

18	 Cestau, Saúl D., “Noticia sobre las primeras ‘adelantadas’ en el área de la 
Universidad. Con especial referencia a la Facultad de Derecho y Ciencias 
Sociales”, Revista de la Asociación de Escribanos del Uruguay, 1974, t. 60, p. 
125 y ss.

19	 Periódico Estudiantil Evolución, op. cit., p. 148.
20	 Ardao, Arturo, op. cit., pp. 83-84; Markarian, Vania, et al., 1908 El año augu-

ral, Montevideo, Aniversarios 2008-Universidad de la República, 2008.
21	 Idem.
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diantes en los Consejos Directivos de Enseñanza Universitaria 
por medio de delegados, nombrados directamente por ellos y re-
novados con la mayor frecuencia posible.22

Supresión de toda enseñanza y práctica religiosas en las escuelas 
públicas. Por ley 3.441 de 1909, fue “[…] suprimida toda ense-
ñanza y práctica religiosa en las escuelas del Estado” (art. 1). Fue 
uno de los antecedentes del modelo de Estado laico que habrá de 
instituir, para la segunda república uruguaya, la reforma consti-
tucional de 1918.

La Constitución de 1918 consagró la descentralización y la auto-
nomía. El Pacto “de los ocho”. El perfeccionamiento de la reforma 
constitucional —mediante el plebiscito celebrado en octubre de 
1917 y promulgación del resultado en enero 1918—, fue prece-
dido de un pacto político alcanzado por ocho ciudadanos, cuatro 
representantes del Partido Colorado y cuatro del Partido Nacio-
nal, el llamado Pacto de los Ocho,23 entre ellos, Brum (Partido 
Colorado, Batllismo). Uno de los puntos centrales refirió a la des-
centralización territorial y por servicios. También se consagró el 
abandono de la confesionalidad del Estado: “El Estado no sostie-
ne religión alguna”, dispone desde entonces el artículo 5.

El artículo constitucional 100. En ejecución del mencionado 
Pacto, respecto de la descentralización por servicios, se incluyó 
este trascendente artículo:

Los diversos servicios que constituyen el dominio industrial del Esta-
do, la instrucción superior, secundaria y primaria, la asistencia y la hi-
giene pública serán administrados por Consejos autónomos [...]. Por 
tanto, las instituciones de enseñanza pública pasaron a ser, por el nue-
vo acto constitucional, Entes Autónomos de enseñanza o culturales.

Martín C. Martínez, constituyente por el Partido Nacional y 
partícipe del Pacto fue el autor del proyecto del que finalmente se 
consagró como artículo 100 de la nueva Constitución.24

22	 Periódico Estudiantil Evolución, op. cit., p. 98-106.
23	 Esteva Gallicchio, Eduardo G., Historia Constitucional del Uruguay…, cit., p. 119.
24	 Actas de la Comisión de Constitución (1916-1917), Montevideo, 1918, 43 y 

ss., 72-81, Diario de Sesiones de la H. Convención N. Constituyente de la Re-
pública Oriental del Uruguay, vol. III. Montevideo, 1918, pp. 407-410 y 435.
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3.1. Las Constituciones de 1934 y de 1942

El golpe de Estado de 1933. Después del golpe de Estado concre-
tado por el presidente constitucional de la República, Gabriel Te-
rra, el 31 de marzo, fue acordada por los sectores liderados por 
él dentro del Partido Colorado y por Luis A. de Herrera en el 
Partido Nacional, la reforma constitucional que entró en vigor 
en 1934.

El artículo 100 constitucional de 1918 fue sustituido por una 
sección, titulada “De los Entes Autónomos o Servicios Descen-
tralizados” (arts. 181-183), que comenzaba con el artículo 181, 
que en lo que me ocupa preceptuó: “[...] la Instrucción Superior, 
Secundaria y Primaria y Normal, serán administrados por Conse-
jos o Directorios Autónomos”.

Restablecida la regularidad constitucional, por ley 9.523, de 
1935 fue separada la Enseñanza Secundaria de la Universidad de la 
República al crearse por el artículo 1 el ente autónomo respectivo.

El golpe de Estado de 1942. El presidente constitucional de la 
República disolvió las Cámaras del Poder Legislativo, concretan-
do el segundo golpe de Estado, del siglo xx en Uruguay, el 21 de 
febrero.

Tras el acuerdo político entre el sector batllista del Partido 
Colorado y el Partido Nacional Independiente, fue aprobada la 
Constitución de 1942, que respecto del tema conservó en lo sus-
tancial (arts. 178 a 190), las disposiciones de la Constitución de 
1934.

En el procedimiento de facto de elaboración de esta Constitu-
ción, por iniciativa de Juan Andrés Ramírez Chain fue adiciona-
do como artículo numerado 282, el que resultará decisivo para el 
tema en 1943, que preceptuó:

Los preceptos de la presente Constitución que reconocen derechos 
a los individuos, así como los que atribuyen facultades e imponen 
deberes a las autoridades públicas, no dejarán de aplicarse por falta 
de la reglamentación respectiva, sino que esta será suplida, recu-
rriendo a los fundamentos de leyes análogas, a los principios gene-
rales de derecho y a las doctrinas generalmente admitidas.
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Disposiciones infraconstitucionales expedidas en el período de 
vigencia de la Constitución de 1942 que reafirmaron el principio au-
tonómico. Fueron dos decretos del Poder Ejecutivo: el de 13 de 
abril de 1943 declaró “[…] que de acuerdo con lo dispuesto en los 
artículos 178 y 282 de la Constitución no corresponde al Poder 
Ejecutivo nombrar a los empleados de la Universidad [sean ad-
ministrativos o docentes], entendiendo que esa materia compete 
a las autoridades superiores del ente [...]”.

Y el de 29 de mayo de 1943:

atento a que la firma por el Ministro de Instrucción Pública […] de 
los títulos y diplomas expedidos por entes autónomos culturales 
constituye una práctica administrativa que no se ajusta al princi-
pio autonómico vigente y que solo se explica como resabio de una 
legislación dictada bajo el imperio de la Constitución de 1830, que 
jerarquizaba toda la Administración Pública bajo la dependencia 
del Poder Ejecutivo y […] a que procede adaptar la expedición de 
dichos títulos y diplomas al derecho positivo (artículos 168 […sic, 
debió decir 178…] y 282 de la Constitución) […], dispuso declarar 
que los títulos y diplomas otorgados por los entes autónomos cultu-
rales serán expedidos por las autoridades directivas de los mismos, 
sin intervención del Ministerio de Instrucción Pública […].

Se trata de dos actos jurídicos significativos, expedidos con la 
firma del presidente de la República Juan José de Amézaga —ju-
rista reconocido—, que hace aplicación expresa directa de los artí-
culos 178 y 282 de la Constitución que había entrado en vigor en 
1942.

3.2. La Constitución de 1952

Grado de descentralización y de autonomía. Implicó una modifica-
ción fundamental en la regulación de los entes autónomos cul-
turales o de enseñanza pública, al otorgarles el máximo grado 
de descentralización (no existe vínculo jerárquico con el poder 
ejecutivo, sino un control tenue confiado a los tres poderes del 
gobierno y a los tres sistemas orgánicos de control de regula-
ridad jurídica, encabezados por el: Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, Corte Electoral y Tribunal de Cuentas) y de au-
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tonomía (potestad del ente de expedir su propio ordenamiento 
jurídico).25 

Eduardo J. Couture (s/d, 32) destacó que en el seno de la 
Comisión Especial de la Cámara de Representantes que analizó 
el proyecto de reforma constitucional, “tuvieron activa participa-
ción todos los órganos afectados por la reforma”. Destacó:

la reacción de la Universidad de la República que, ante la intención 
de incluir en sus órganos directivos representantes que serían un 
reflejo de los poderes políticos, con la necesaria participación de la 
mayoría y de la minoría electorales, reclamó el mantenimiento de 
su autonomía total.

La justicia de su reivindicación y el tono enérgico con el cual fue 
formulado aseguran a la Universidad el respeto de sus concesiones 
y la Comisión reconoció la legitimidad del reclamo, (la traducción 
libre del francés al idioma español es de mi autoría).

Lo esencial lo hallamos en el Capítulo II de la Sección XI, 
titulada “De los Entes Autónomos y de los Servicios Descentra-
lizados”. La individualización del Capítulo II surgió en virtud de 
observaciones formuladas básicamente por la Universidad de la 
República, para aventar posibles interpretaciones del proyecto 
original, que podían afectar la autonomía.

Dispone el artículo 204 que “La Enseñanza Pública Superior, 
Secundaria, Primaria, Normal, Industrial y Artística, serán re-
gidas por uno o más Consejos Directivos Autónomos”. El texto 
posibilita, pues, que “las distintas ramas de la enseñanza pública 
estén cada una a cargo de un ente autónomo, que dos o más de 
ellas estén confiadas a un mismo ente, e incluso que todas cons-
tituyan un ente único”.26

“Los demás servicios docentes del Estado, también estarán a 
cargo de Consejos Directivos Autónomos, cuando la ley lo deter-
mine por dos tercios de votos del total de componentes de cada 
Cámara”.

25	 Cassinelli Muñoz, Horacio, Derecho Público, 3a. actualización, Montevideo, 
F.C.U., 2009, pp. 163 y 164.

26	 Jiménez de Aréchaga MacColl, Justino, La Constitución Nacional, cit., p. 93.
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Conforme al artículo 205 constitucional: “Los Consejos Di-
rectivos de los servicios docentes serán designados o electos en 
la forma que establezca la ley sancionada por la mayoría absoluta 
de votos del total de componentes de cada Cámara”.

“El Consejo Directivo de la Universidad de la República será 
designado por los órganos que la integran, y los Consejos de sus 
órganos serán electos por docentes, estudiantes y egresados, 
conforme a lo que establezca la ley sancionada por la mayoría 
determinada en el inciso anterior”.

Por tanto, la Universidad de la República es un Ente Autó-
nomo creado por la Constitución, lo que lo hace necesario; no 
suprimible por ley ordinaria; los Consejos de las Facultades, etc., 
son electos por docentes, estudiantes y egresados, lo que signi-
fica que el cogobierno por los tres órdenes está garantido por la 
Constitución uruguaya desde 1952 y el órgano jerarca, el Conse-
jo Directivo Central es designado por los órganos que integran 
la Universidad, sin participación de los Poderes políticos del Go-
bierno.

La Ley Orgánica de la Universidad de la República. Durante la 
vigencia de esta Constitución fue expedida la Ley o Carta Orgáni-
ca de la Universidad de la República, 12.549, de 1958.

Tuvo origen en el anteproyecto elaborado por la propia Uni-
versidad, que fue profundamente debatido en el seno de sus di-
versos órganos. El 7 de abril de 1958 el Rector Cassinoni, presen-
tó al texto al Ministerio de Instrucción Pública, el que lo remitió 
al poder legislativo.

Fue acompañado con una exposición de motivos en la que se 
destacaron aspectos como la sustitución por un instituto armóni-
co de la federación de facultades entonces existente desde la ley 
de 1908; la incorporación de las Asambleas de los Claustros no 
reguladas previamente por ley, que surgieron en las Facultades 
desde 1918, como “reuniones consultivas de profesores, egre-
sados y estudiantes, a las que los Consejos Directivos confiarán 
una misión de asesoramiento en las materias universitarias más 
importantes, tales como la estructuración de los planes de es-
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tudio”;27 sobre los fines de la Universidad; se precisa que no es 
solo formar profesionales sino extender la cultura a la población, 
expandiendo el conocimiento público; la democracia interna con 
participación del mayor número en la dirección y orientacio-
nes, con integración de los tres órdenes (docentes, estudiantes 
y egresados); amplias atribuciones asignadas al Consejo Direc-
tivo Central con reconocimiento de la autonomía técnica de las 
facultades en la elaboración de planes de estudios y selección de 
docentes; etcétera.

Tras intensos debates legislativos y en un ambiente de seve-
ra confrontación de sectores de la universidad con los poderes 
políticos, de enfrentamientos callejeros, de una prolongada huel-
ga de las autoridades universitarias y de los estudiantes, y de la 
ocupación de edificios de la universidad, el proyecto de ley fue 
aprobado con algunas modificaciones.

Surge de la Ley o Carta Orgánica de la Universidad de la Re-
pública que desarrolló, al decir de Cortiñas,28 la recepción de los 
postulados del “movimiento de renovación, casi revolucionario a 
veces, tendente a obtener esencialmente tres cosas”:

a)	 La más amplia autonomía universitaria, a un mismo tiem-
po administrativa, pedagógica, financiera y de gobierno;

b)	 La participación de todos los sectores directamente intere-
sados (profesores, egresados y estudiantes) en la elec-
ción de los titulares de los órganos universitarios, y en el 
ejercicio mismo de la administración universitaria, exclu-
yendo absolutamente la menor injerencia de los poderes 
políticos (principio del Gobierno de los tres órdenes o 
tripartito);

c)	 La apertura creciente de la cultura superior a las capas po-
pulares de la población, apertura realizada en un doble sen-
tido: en primer lugar, ampliando las facilidades de acceso 
a la cultura mediante la gratuidad total, sistemas cada vez 
más perfectos de becas y de prestaciones familiares de 

27	 Cortiñas Peláez, León, “La nueva estructura administrativa de la Universi-
dad del Uruguay: el cogobierno de los estudiantes”, La Revista de Derecho, 
Jurisprudencia y Administración, núms. 8-9, Montevideo, 1962, t. 58, p. 187.

28	 Ibidem, pp. 184 y 185.
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educación, facilidades para los estudiantes que trabajan, 
etc.; en segundo lugar, actuando no ya sobre las conse-
cuencias sino sobre las causas, una tentativa para hacer 
de la Universidad un instrumento eficaz de la renovación 
institucional y del desarrollo político y socioeconómico”.

3.3. La Constitución vigente de 1967 y sus enmiendas

Cambios menores. La Constitución vigente mantuvo en lo sustan-
cial las previsiones anteriores, con algunos ajustes en el artícu-
lo 207 y las reformas parciales perfeccionadas en los años 1989, 
1994, 1997 y 2004, no afectaron las fórmulas consagratorias de la 
descentralización y autonomía de los Entes culturales.

En el artículo 202 (204 de 1952) se adicionó como inciso fi-
nal que “la ley dispondrá la coordinación de la enseñanza” y en el 
artículo 204, inciso 2, se sustituyó “y” (artículos 58 y 61) por “a”  
58 a 61), lo que implica la aplicabilidad a los Entes Autónomos de 
Enseñanza pública del nuevo inciso 1º del artículo 60 que creó 
el Servicio Civil de la Administración Central, Entes Autónomos  
y Servicios Descentralizados.

En base al inciso 1º del artículo 202, existen actualmente 
como entes autónomos de enseñanza pública: la Universidad de 
la República (UdelaR) (ley orgánica 12.549 de 1958 y modifica-
tivas), la Administración Nacional de Educación Pública (ANEP) 
(desde la ley 15.739 de 1985 y modificativas) y Universidad Tec-
nológica (UTEC) (ley 19.043, de 2012 y modificativas).

El golpe de Estado de 1973. El presidente constitucional de la 
República en ejercicio, por decreto de 27 de junio de 1973, di-
solvió las Cámaras del Poder Legislativo, formalizando la tercera 
ruptura del orden constitucional “a la uruguaya” del siglo xx.

En lo que refiere a la Universidad de la República, a diferencia 
de lo sucedido en los Gobiernos de facto de 1933 y 1942, fue in-
tervenida por Decreto 921/973, que cometió su administración al 
Ministerio de Educación y Cultura, lo que se extendió hasta 1985.

Las enmiendas constitucionales parciales posteriores a la reins-
titucionalización democrática de 1985: 1989, 1994, 1997 y 2004. 
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Solo guarda relación con la autonomía universitaria la de 1997, 
porque la reafirma, al regular el nuevo instituto de declaración 
por el presidente de la República que el Consejo de Ministros ca-
rece de respaldo parlamentario, lo que le faculta a sustituir uno a 
varios Ministros, que expresamente, dice en el inc. final: “Dichas 
facultades tampoco podrán ejercerse respecto de las autoridades 
de la Universidad de la República”.

IV. Conclusiones sobre ambos  
modelos de regulación

Sobre acceso a la educación: el derecho a la educación, que incluye 
lógicamente el acceso a la misma, ha sido amparado por las Cons-
tituciones de Uruguay, vía el actual artículo 72, originalmente 
incorporado por la Constitución de 1918 como artículo 173, en 
tanto inherente a la personalidad humana pero también, deriva-
do de la forma republicana de gobierno.

Uno de los instrumentos preceptuados constitucionalmente 
es la gratuidad en todos los niveles de la enseñanza pública (ar-
tículo 71), como manifestación específica del concepto de igual-
dad recibido en Uruguay (Constitución, artículos 8, 72 y 332, 
conjugados), tanto con perspectiva política por Rodó29 como 
jurídica, según “un modo singularmente amplio de entender la 
igualdad entre los hombres”, que incluso la extiende a los extran-
jeros.30 La Constitución también prevé otros instrumentos que, 
en lo pertinente, se relacionan con el acceso a la educación (ar-
tículo 41, inc. 1º).

El derecho uruguayo reconoce las posibilidades de acceso 
con mayor nivel que los pactos internacionales de derechos hu-
manos, a diferencia de otros ordenamientos que deben acudir al 
bloque de constitucionalidad.

29	 Gros Espiell, Héctor, “La idea de igualdad en Rodó”, cit.
30	 Jiménez de Aréchaga MacColl, Justino, “Panorama institucional del Uru-

guay a mediados del siglo xx”, La Revista de Derecho, Jurisprudencia y Ad-
ministración, Montevideo, 1949, t. XLVII, pp. 217-227.
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La ley ordinaria 18.437, de 2008 regula actualmente al de-
recho a la educación como un derecho humano fundamental y 
múltiples disposiciones anteriores y posteriores lo mencionan 
particularizado: para personas mayores, enfermos mentales, dis-
capacitados, etc. La fórmula vernácula de derecho humano fun-
damental no coincide con las modélicas de los órdenes constitu-
cionales de otros Estados americanos y europeos.

Sobre autonomía universitaria y cogobierno, al momento de ex-
pedirse el Grito de Córdoba, el orden jurídico constitucional y 
legal uruguayo había asignado, desde 1885), por ley ordinaria, un 
grado mínimo de descentralización y de incipiente autonomía a 
la Universidad de la República, aunque no existían previsiones 
constitucionales expresas que ampararan tales fórmulas.

La conjunción en Uruguay del pensamiento de Batlle y Ordó-
ñez, con la prédica de Rodó, así como los acontecimientos inter-
nacionales, fueron inspirando transformaciones en la juventud 
universitaria uruguaya.

El Primer Congreso Internacional de Estudiantes America-
nos celebrado en Montevideo, a comienzos de 1908 abogó por 
soluciones que caracterizarían al Movimiento Estudiantil Ameri-
cano Reformista, destacándose el reclamo de extensión de la au-
tonomía, de participación directa de estudiantes en los órganos 
directivos de los entes de enseñanza; la separación de la ense-
ñanza religiosa; las máximas posibilidades de acceso y la función 
social de la Universidad.

La peculiaridad del sistema uruguayo resulta de haber confe-
rido rango constitucional desde 1918, a la autonomía de los entes 
autónomos de enseñanza pública; desde 1934 a la consideración 
de utilidad social de la gratuidad de la enseñanza pública en sus 
diversos niveles y desde 1952 asegurado el máximo grado de des-
centralización y de autonomía, así como constitucionalizando el 
cogobierno de la Universidad por los tres órdenes (docentes, es-
tudiantes y egresados).

La Ley Orgánica de la Universidad de la República de 1958 
asumió y reglamentó prolijamente, cuarenta años después, los 
postulados del Grito de Córdoba, especialmente la función social 
de la enseñanza.
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Los actuales desafíos refieren a precisar cuáles son los con-
troles constitucionalmente admisibles frente a posicionamientos 
amparados, prima facie, en la libertad de cátedra y su precisa deli-
mitación de posibles supuestos de discurso de odio (por ejemplo, 
en los últimos días, relacionados con la situación en Gaza tras el 
genocidio de Hamas de octubre de 2023).

Los tiempos actuales parecerían hacer posible evaluar, a más 
de 70 años de la constitucionalización y a más de 65 años de la 
Ley Orgánica, si son o no, necesarios o convenientes ajustes al 
funcionamiento del sistema. 

Montevideo, 14 de junio de 2024.
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